LEGISLATURA  DEL  ESTADO

DICTAMEN DE

INICIATIVA PRESENTADA POR  DIPUTADOS INTEGRANTES  DE LA FRACCION PARLAMENTARIA DEL PARTIDO ACCION NACIONAL DE LA LVI LEGISLATURA.  

CON FECHA:    17 DE OCTUBRE DEL 2002.
DECRETO:   20035
CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO  DE  JALISCO
CIUDADANOS DIPUTADOS:

A la Comisión de estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, le fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen, la iniciativa de Decreto presentadas por los diputados integrantes de la fracción parlamentaria del Partido Acción Nacional de esta Legislatura, mediante la cual se adiciona un Capítulo V denominado “De la responsabilidad patrimonial del Estado y los Municipios” al Título Octavo de la Constitución Política del Estado de Jalisco y para lo cual se hacen las siguientes:
CONSIDERACIONES


I.- Que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 28 fracción II de la Constitución Política del Estado de Jalisco es facultad del titular del Poder Ejecutivo presentar iniciativas de leyes y decretos.

II.- Que le corresponde a la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y reglamentos, el estudios y dictamen de la presente iniciativa, por así disponerlo el artículo 32 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Legislativo;


III.- Que a la comisión que suscribe el presente dictamen, le fue turnada el 17 de Octubre del 2002, la iniciativa presentada por los diputados de la fracción parlamentaria  del Partido Acción Nacional de esta Legislatura en su exposición de motivos menciona lo siguiente:


I. La relación entre las personas que constituye la base de la convivencia social, da lugar al nacimiento de derechos y obligaciones entre las mismas, cuyo cumplimiento no puede quedar al arbitrio de los particulares, pues de lo contrario se originaria un escenario insostenible que conduciría al  desequilibrio de la sociedad. Por ello, el sistema de derecho busca remediar esta situación, al elevar a la categoría de relación jurídica la voluntad contractual y establecer una estructura legal mediante la cual los derechos y obligaciones libremente aceptados son protegidos, garantizando así su exigibilidad. Pero no sólo relaciones que derivan de la voluntad de los contratantes producen efectos legales que deben ser respetados; también es necesario salvaguardar a quien sufre un perjuicio en su patrimonio moral o económico a causa del obrar culpable e ilícito de otro. Esta circunstancia produce lo que denomina responsabilidad civil, que no es sino la reparación de los daños y perjuicios ocasionados o el restablecimiento de la situación que prevalecía con anterioridad al obrar ilícito o negligente, cuando esto sea materialmente posible.

II. Las relaciones entre los particulares conforman la base del derecho privado; sin embargo, aquellos no se relacionan únicamente con los que detenta su misma categoría, jurídica, puesto que en su actuar cotidiano tienen contacto con la administración pública, ya sea en el nivel federal, estatal o  municipal. De esta manera, el Estado o municipio, como responsables del funcionamiento de la administración, se convierten en el sujeto con el cual los particulares celebran multiplicidad de actos, de naturaleza diversa, que generan derechos y obligaciones para ambas partes, los cuales, al participar de las características de una relación jurídica, son dotados de la seguridad legal que debe existir para preservar el orden social. No obstante la capacidad de goce y ejercicio de que goza el Estado y municipios, al ser entidades jurídico-políticas. requieren de los servidores públicos que conforman la  administración para adquirir derechos y contraer obligaciones; por este motivo, los actos realizados por sus servidores, son asumidos como efectuados por ellos mismos, pues de los contrario, se viviría en un ambiente de incertidumbre sobre la validez de dichos actos. Dado que las relaciones entre particulares y Estado o municipios tienen matices distintas a las meramente civiles, estas se rigen por el derecho público que si bien toma principios de la legislación civil y de otras ramas del derecho, tiene sus propias particularidades que lo hacen una rama autónoma de la ciencia jurídica.

III. Así como en las relaciones entre particulares se generan obligaciones derivadas de actos contractuales o del proceder negligente o ilícito, las obligaciones que nacen entre el Estado o municipios y el particular se ubican en este mismo contexto, con la diferencia de que el servidor público es el individuo concreto que, por diversas circunstancias, actúa de manera irregular ocasionado daños y perjuicios al destinatario de la administración, es decir, el ciudadano. Basados en el principio del derecho público por el cual los actos de los funcionarios  públicos se consideran realizados por el Estado o municipios, son estos quienes deben asumir la responsabilidad y proceder a la reparación del daño. Sin embargo, el marco legal vigente no contempla de de manera tan clara este hecho. El Código Civil señala  que el Estado y municipios tendrán la obligación de reparar los daños causados por sus servidores públicos en ejercicio de funciones que les estén encomendadas, cuando no tengan bienes o si los tienen no sean suficientes para responder del daño causado. De esta manera, la obligación actual del Estado y de los municipios es subsidiaria e indirecta, lo que implica que primero se demanda al servidor público responsable, y solo de manera subsidiaria, el Estado o el municipio proceda a indemnizar al particular. Al ser una responsabilidad tomada de las relaciones civiles, se va en contra de las características propias del derecho público y del principio antes señalado. En este orden de ideas, el Estado y los municipios son quienes deben asumir de manera objetiva y directa la responsabilidad emanada del actual irregular de sus funcionarios en contra de un particular, asegurando al ciudadano la indemnización pronta y eficiente por los daños o perjuicios causados a su patrimonio. Esto no implica, de ninguna manera, que los recursos de todos serán los que pagarán el actuar negligente o ilícito del servidor público, ya que el Estado posteriormente repetirá contra el mismo. Con la introducción de la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado y municipios a nuestra legislación,  lo que se pretende es que estos realmente adquieran la responsabilidad que les corresponde, en beneficio de una administración pública comprometida con los ciudadanos.


IV. A nivel federal, con la reforma realizada al artículo 113 de a Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya se contempla la responsabilidad patrimonial del Estado, que de acuerdo a la motivación de la reforma,  tiene como finalidad cumplir con un imperativo de justicia, elevar la calidad de los servicios públicos y reestablecer la confianza de los gobernados frente al Estado. En esta misma tónica, Jalisco no puede quedarse al margen de esta realidad, reclamada por muchos sectores de la sociedad, por lo que es impostergable elevar a nivel constitucional, la obligación del Estado y municipios al respecto.


Exposición de motivos, con la que coincide la Comisión que dictamina.


IV.- Que el Congreso del Estado de Jalisco, en su calidad de integrante del Poder Revisor de la Constitución Federal, en los términos de su artículo 135; el día 8 de febrero del año 2002, mediante acuerdo económico número 461/02 emitió su voto aprobatorio, a la adición al artículo 113 de nuestra Carta Magna en materia de responsabilidad patrimonial del Estado.

V.-  Que la Comisión considera necesario realizar las siguientes adiciones a la propuesta en los siguientes términos:

a) Establecer expresamente que se adiciona el artículo 107 bis a la Constitución Local.

b) Incluir los artículos segundo y tercero transitorios; el segundo que señala los mecanismos que se deben implementar para el debido cumplimiento del decreto y su vigencia al día siguiente de la publicación. Con el artículo tercero se propone que el presente decreto se de debido cumplimiento al artículo 118 de la Constitución Local, que se refiere a que las modificaciones a la Constitución Federal que afecten a nuestra  Carta Magna Local, deberán ser promulgadas sin más trámite.

Por lo anterior y con fundamento en los artículos 93 y 94 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, sometemos a la elevada consideración de ustedes, Ciudadanos Diputados, el siguiente proyecto de

L E Y 

QUE ADICIONA AL TITULO OCTAVO, EL CAPITULO V DENOMINADO “DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS” CON EL ARTICULO 107 BIS A LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO
